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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Daniel 
Díaz Maynard, Alejo Fernández Chaves, Felipe Michelini, Jorge Orrico y Diana Saravia 
Olmos. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del 
orden del día: "Corredores inmobiliarios. (Se regula su actividad)". 


En discusión el artículo 1*. 
Nuestra bancada no ha planteado modificaciones al respecto. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
SEÑOR ORRICO.- Quiero decir algo con respecto al artículo 1”, que se votó en mi ausencia. 


Aquí deberíamos establecer la habitualidad en el ejercicio, porque un acto aislado de intermediación no hace 
a un agente inmobiliario. La habitualidad también está establecida para los comerciantes y, después de todo, 
esta es una forma de comercio. 


Por otra parte, el agente inmobiliario hace más que mediar; maneja arrendamientos y se dedica a la 
administración. La pregunta es si se sacó la administración por algo -yo creo que eso estaría bien-, si fue 
adrede para dársela, por ejemplo, a los egresados de la Escuela de Administración. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Con respecto a la habitualidad, yo me voy a oponer a la 
modificación propuesta en cuanto a que haya un permiso para que cada persona en el país pueda 
realizar una operación inmobiliaria por año. 


Por otra parte, que se haga otro tipo de operación no obsta para que aquí consideremos específicamente la 
mediación en la enajenación y arrendamiento de bienes inmuebles urbanos o rurales y casas de comercio. Eso 
es lo que nos interesó en su momento a quienes redactamos este proyecto. Por supuesto que como en todo 
tipo de operativa comercial existe una cantidad de hipótesis posibles, pero aquí estamos cubriendo la 
mediación en la enajenación y arrendamiento de bienes inmuebles urbanos o rurales y casas de comercio. 


SEÑOR ORRICO.- Tengo en mi poder el informe de la Asociación de Escribanos del Uruguay y del 
Colegio de Abogados del Uruguay con respecto a este proyecto. 


Comienza diciendo que no se justifica la puesta en marcha de una normativa como esta, pero más allá de esto 
es bueno el análisis que hace artículo por artículo. Con respecto al artículo 1* dice: "La norma consignada en 
el artículo 1” es por completo inconveniente [...] se deben considerar Corredores Inmobiliarios no solo a los 
que realicen los actos que desprolijamente se refieren en el artículo 1? sino a los que además de realizar dicha 
actividad estén matriculados. De lo contrario se puede ser Corredor Inmobiliario sin estar inscripto en la 
matrícula. Y es una incongruencia evitable (in re ipsa o res ipsa loquitur) que alguien pueda ser algo y sin 
embargo no estar en condiciones de decidir por sí el ejercicio de lo que ese algo involucra”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Curiosamente, el Colegio de Abogados no dice lo mismo respecto 
del ejercicio de la profesión de abogado. Una cosa es ser abogado y otra es poder ejercer la abogacía. 
Yo soy abogado desde el momento en que me recibí, y pude ejercer una vez que juré. Cuando se define 
al abogado no tiene por qué hacerse referencia al juramento, porque si no, sería una eterna definición 
muy casuística. 


Una cosa es el concepto de una profesión u oficio y otra los requisitos necesarios para el ejercicio de esa 
profesión. Más adelante, en el proyecto se exige la registración, que será una condición "sine qua non" para 
el ejercicio. 


SEÑOR ORRICO.- "No estoy de acuerdo con nada de lo que usted dice, pero defenderé hasta la 
muerte su derecho a decirlo", decía Voltaire. Creo que son cosas distintas; en todo caso, sería una 
reivindicación para hacer. Yo estoy de acuerdo con eso; inclusive, si el señor Diputado Fernández 
Chaves va a una audiencia y no tiene carné de abogado, no puede entrar. Sin embargo, es abogado; 
simplemente, está sometido a determinados requisitos para el ejercicio. Son cosas distintas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Eso abona mi tesis. 


SEÑOR ORRICO.- En el artículo se emplea el término "median" -creo que el texto original decía 
"intermedian"-, que tiene una amplitud tan grande que uno no sabe bien qué significa en este caso. 


Es evidente que en este artículo se debería exigir el ejercicio habitual y la inscripción de la matrícula; de lo 
contrario, el agente inmobiliario no existe como tal, porque aquí se está creando un registro. ¿Quiénes lo van 
a integrar? Los definidos en el artículo 1. 


Si no se incluye la habitualidad, estaríamos diciendo que quien no está inscripto no puede hacer nada, y no es 
así. Nadie porque haga una intermediación estará cometiendo un delito ni contrariando ninguna ley, y mucho 
menos se estará convirtiendo en algo para lo que la ley reclama otros requisitos. De la misma manera en que 
no se considera comerciante a quien hace un acto de comercio aislado -así lo dice el Código de Comercio en 
una disposición que está vigente desde hace por lo menos 140 años-, así se tiene que ver una actividad de este 
tipo. Después de todo, reitero, la actividad inmobiliaria siempre fue considerada una actividad comercial. 


Insisto: yo estoy en contra de que exista la norma, pero ya que la vamos a hacer, hagámosla de la mejor 


manera posible. De lo contrario estamos creando otro caos normativo que no beneficia en nada al sistema 
jurídico vigente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El registro se crea en el artículo 4. 


SEÑOR ORRICO.- Acá estamos estableciendo el concepto de agente inmobiliario, que se define por su 
actividad y por otra serie de características. Tiene que desempeñar determinada actividad, debe estar 
inscripto en un registro y hacer de ello su profesión habitual. Son los tres elementos que dan a alguien 
el carácter de algo, en la profesión que sea. Nadie es abogado porque realice tareas de abogado. 
Alguien puede hacer escritos en su estudio particular y los firma otro; eso pasa, pero ese no es abogado 
a los efectos legales, aunque haga tareas de tal. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- El registro está en los artículos 3” y 4%; eso está contemplado. De todos 
modos, no me opongo a que se reitere en el artículo 1”. Incorporar que hagan de ello su profesión 
habitual tampoco creo que varíe demasiado el sentido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- La propuesta del señor Diputado Orrico es mucho más restrictiva 
que la de los proponentes del proyecto. Agrega a lo que nosotros colocamos en el concepto de corredor 
inmobiliario otras exigencias: la habitualidad y el registro, por más que el registro está previsto 
específicamente en el proyecto. No me interesaría oponerme a ese concepto; de cualquier manera no 
creo que haga a la definición de corredor inmobiliario, que es una cuestión diferente. Acá estamos 
dando el concepto de corredor inmobiliario. Va de suyo que nadie puede hacer operaciones si no es 
corredor inmobiliario; precisamente, al agregarle lo de la habitualidad, el señor Diputado Orrico, está 
coincidiendo con lo que nosotros señalamos. 


También digo que si entramos en esa casuística deberíamos anotar no solo la habitualidad sino todas las otras 
características que agregamos para que se pueda ejercer el corretaje inmobiliario. Una de ellas es ser 
egresado del instituto de enseñanza correspondiente, salvo en los casos en que como actualmente sucede 
exista una práctica notoria. Eso tornaría la definición de corredor inmobiliario en algo tan complejo, que nos 
da la impresión de que va a en contra del espíritu de toda ley, que es hacer la definición lo más genérica 
posible. Aquí tratamos de dar la mayor amplitud posible a este concepto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que lo que acaba de decir el señor Diputado Fernández Chaves 
es verdad, porque si no, se va a contradecir con algunas propuestas que hemos hecho para hacer el 
proyecto más laxo. 


SEÑOR ORRICO.- Acá se da por sentado que se tiene claro cuál es el concepto de mediación y, en 
realidad, los anuarios de jurisprudencia y demás, han discutido muchísimo qué significa, sobre todo a 
los efectos que interesan en un proyecto de esta naturaleza cuándo una mediación tiene tal entidad que 
amerita el cobro de una comisión, que de eso se trata. Entonces, como acá nada de eso está resuelto, lo 
planteo como problema. Yo no tengo la solución, pero tengo un trabajo del doctor Carnelli que se 
refiere a esto y sostiene que la mediación es un contrato innominado, que hace que dos partes, a través 
de un tercero, se acerquen para la conclusión de un contrato. Establece el gran problema -que le lleva 
muchas carillas de su trabajo- de cuándo es que se da mérito a que se deba la comisión, tema que en 
este caso es realmente importante, porque desde las tesis que decían que bastaba el mero acercamiento 
de las partes hasta las que requieren que el negocio efectivamente se concluya, hay toda una cadena de 
posiciones que en este proyecto ni siquiera aparecen trabajadas. Estamos dando por hecho una noción 
que en realidad habrá que interpretar, y estamos hablando de un tipo de actividad que ya genera 
problemas sobre cuándo es que se debe o no la comisión. 


Mi posición y la de la mayoría de la doctrina es que solo la conclusión del negocio perseguido por las partes 
en el contrato amerita decir que estamos ante una mediación con consecuencias. Son temas sobre los que 
habría que explayarse un poquito más. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Eso lo iremos discutiendo en el momento en que se plantee. En el 
concepto no vamos a discutir todo el proyecto de ley; en ese caso, la señora Presidenta podría asimismo 


pedir que en este artículo también se incluyeran todas las modificaciones que ella ha propuesto. 


Es muy interesante cuándo es que se debe la comisión pertinente, pero tratémoslo en el momento debido. 


SEÑOR ORRICO.- Es algo que hilé porque evidentemente está relacionado. El artículo 1” dice: 
"Considéranse corredores inmobiliarias las personas físicas que median". Hay que definir qué se 
entiende por mediación. Eso no está dicho. ¿Qué es la mediación? En general, la doctrina se pone de 
acuerdo en que es un contrato innominado, pero nadie dice qué es. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Si entramos a discutir cada palabra de este proyecto, no va a salir 
este ni ningún otro. Este mismo concepto lo puedo aplicar permanentemente en cualquier ley. No 
puede ser que en el momento de tratar el concepto de corredor inmobiliario estemos discutiendo todo 
el proyecto. 


Además, todos sabemos qué es mediación. Hay definiciones jurídicas que, como bien dijo el señor Diputado 
Orrico, tienen muchísimos años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como me señala bien la señora Secretaria, el contrato de mediación está 
explicitado en el artículo 9”. En el momento de considerarlo, el señor Diputado Orrico dirá si este 
contrato de mediación -que en nuestra bancada se apoyó-, a su criterio, corresponde o no. Sobre este 
tema hubo un trabajo del señor Diputado Veiga con nuestra bancada y sugiero que vayamos 
analizando artículo por artículo. 


Comparto lo señalado por el señor Diputado Fernández Chaves en cuanto a que este artículo es comprensivo 
de una cantidad de cosas que después están explicitadas. No sé si llegaremos a un acuerdo final como para 
votar el proyecto de ley en general, pero prefiero seguir avanzando artículo por artículo porque algunas de las 
cosas que acá se han dicho están previstas en el cuerpo del proyecto. 


En discusión el artículo 2”. 
Aquí se establece la sujeción de los corredores inmobiliarios a derechos y obligaciones que establece el 
proyecto de ley. Nosotros proponemos agregar la necesaria consideración de la ley sobre relaciones de 


consumo, que seguramente no estaba aprobada cuando los señores Diputados Fernández Chaves y Díaz 
Maynard redactaron este proyecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Esta ley se debe aplicar siempre, pero no tengo inconveniente en 
aceptar el agregado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reconozco que, en realidad, puede ser superabundante, pero como es una 
ley nueva tratamos de incluir su consideración en cualquier problema que los Jueces tengan que 
dirimir. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la modificación propuesta. 


(Se vota) 
——Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 3”. 
Aquí se establece la obligatoriedad de inscribirse en el registro que se crea en el artículo 4". 


Nosotros proponemos una modificación con el objetivo de dejar cierta apertura para quienes hagan esa 
intermediación por una sola vez. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Para eso se exige la habitualidad. Si estamos reglamentando el ejercicio 
de esta profesión no se puede abrir aquí la puerta para un ejercicio irregular, por lo que en principio 


no estoy de acuerdo con esta modificación. 


SEÑOR ORRICO.- Si alguien media entre dos personas una vez, ¿es una actividad ilícita? 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- No es ilícita penalmente. 


SEÑOR ORRICO.- Yo no dije ilícita penalmente. La relación entre ilicitud penal e ilicitud general es 
de género a especie. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Es absolutamente ilícita como lo es la firma de un escrito por 
alguien que no sea abogado. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que la excepción apunta a reconocer un fenómeno social. Acá se trata de 
decir lo siguiente: en tanto y en cuanto hay personas que en forma habitual median sin estar 
registradas, sin pagar impuestos, hay una indefensión para quienes están formalizados y para los 
comitentes. Por lo tanto, regulemos la profesión. Entonces, que quien intermedie o sea parte de este 
contrato de mediación no tenga el beneficio de cobrar la comisión. Me parece que esa es la lógica de 
esto. 


Al mismo tiempo, impedir que una persona que no pone avisos en los diarios, que no pone carteles en las 
casas, que no está haciendo de eso un medio de vida, medie en el caso de un inmueble de un hermano, de un 
tío o de un abuelo, me parece que es extremar las cosas. Tal vez la redacción propuesta no sea la mejor 
solución, pero me parece que habría que atender esta situación. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Aquí hay una sistematización que tiende a la profesionalización de esta 
actividad. En el artículo 6”, por ejemplo, se habla de la matrícula y se establecen determinados 
requisitos: haber aprobado el curso de corredor inmobiliario de UTU, etcétera. 


En cuanto al caso que plantean los señores Diputados Orrico y Michelini, nos parece que tampoco hay nada 
que prohiba o penalice una intermediación que pueda ser aceptada por dos personas, vendedor y comprador. 
Me parece que si las partes aceptan esa intermediación y quieran pagar la comisión correspondiente, pueden 
hacerlo ya que no queda prohibida la autonomía de la voluntad de las personas. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que la lógica de esto -por eso en principio acompaño la idea- es que 
la persona que está inscripta en el BPS y en la DGI, que avisa, que tiene un local, que contrata 
dependientes y los inscribe, no está en la misma situación que quien pone avisos en los diarios, da un 
teléfono y luego desaparece. 


Hay una serie de situaciones. Los escribanos, por ejemplo, cuando toman una sucesión muchas veces 
intermedian entre las partes. ¿También van a ser objetos pasibles de denuncia de parte de los corredores, 
cuando su trabajo habitual no es mediar? 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Es muy atinada la intervención del señor Diputado Michelini, porque 
lo que dice puede ocurrir. A veces, en las sucesiones, hay un heredero que es quien compra y el 
escribano o el abogado hace una serie de gestiones de intermediación a pedido de los propios 
herederos. 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo inconveniente en votar este proyecto y comprendo su lógica. Debemos 
dar una protección pero tenemos que cubrir ciertas situaciones porque la realidad va más allá. Quienes 
de buena fe hacen esta actividad en forma marginal -imagino lo que ocurre en el interior del país o con 
los abogados de barrio de Montevideo-, serán objeto de una fuerte presión y aquel que lo hace en 
forma habitual pero en la informalidad va a encontrar el modo de evadir la ley. 


SEÑOR ORRICO.- Hay cosas que pasan en el ejercicio de la profesión de escribano, abogado o 
contador público. Viene alguien que tiene confianza en uno y le dice: "Doctor: tengo esta casa y quiero 
que me la venda". ¿Eso es un contrato de mediación o no? Yo voy a sacar parte. No es mi tarea 
habitual ni la de los escribanos ni la de los contadores, pero la hacen y es natural que ello sea así, 
porque es el profesional de confianza y está capacitado porque es una materia típicamente contractual. 
Entonces, no solo está capacitado para ejercer esta actividad alguien que haga un curso de dos años en 
la UTU. Hay profesiones universitarias en las que hay que aprobar veintisiete materias para recibirse, 


y resulta que van a quedar excluidas. Además, en el caso específico, este es un ejercicio no habitual -por 
eso la habitualidad aparece como tan importante- para cada una de las personas consideradas o por lo 
menos que no viven de eso. Si negamos la relación profesional-cliente, la relación de confianza, esto 
termina en algo que está en contra de lo que la sociedad habitualmente hace, y no solamente en el 
interior. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Hace pocas horas estuve con una tía que tiene 97 años y que me 
tiene total confianza. Como le dolía la cabeza me preguntó qué podía tomar, pero yo no actué como 
médico aunque me tiene total confianza. 


Este no es un problema de confianza sino de especialización; de eso se trata este tema. Si se va al escritorio 
de un abogado a pedir una intermediación y ese abogado no está inscripto y no tiene matrícula de corredor 
inmobiliario, por más que haya dado veintisiete materias, no está en condiciones de intermediar, como no 
está en condiciones de ejercer la medicina. Las carreras tienen su especificidad. 


El señor Diputado Michelini plantea otro tipo de problema. No se puede establecer la libertad irrestricta de 
que cada quien pueda hacer un negocio inmobiliario, porque si no, tendríamos tres millones de negocios 
inmobiliarios no hechos por los corredores inmobiliarios. Además, sabemos lo que podría pasar: un negocio 
lo hace el individuo, el siguiente la esposa, el otro el hijo, y así sucesivamente, hacen diez o doce negocios 
con solo su núcleo familiar y de amistades. El señor Diputado plantea casos muy especiales en los que, 
inclusive, hay tradiciones al respecto en el país. Uno de ellos es el que se plantea en las escribanías y se 
refiere a la intermediación del escribano en esas soluciones que se logran en las particiones, a lo que también 
aludió la señora Diputada Saravia Olmos. Es un tema muy interesante y existe una costumbre muy arraigada 
en el país que es la intervención del escribano, que actúa como el autorizante de la partición. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- La diferencia principal radica en que, al menos en los casos que 
conozco, cuando los escribanos o los abogados que están interviniendo en el asunto de fondo realizan 
ese tipo de intermediación no cobran. En cambio, en el otro caso, el corredor inmobiliario cobra. 


El problema es que, por un lado, está el corredor inmobiliario formal, que paga impuestos, y, por otro, el que 
hace ese trabajo habitualmente y cobra. Esto mismo sucede en el caso de la venta de vehículos: hay 
automotoras formales y hay gente que se dedica a comprar y vender automóviles. No me refiero a quien 
vende ocasionalmente un automóvil porque un pariente se fue del país y se lo dejó para vender, o porque 
tiene un taller mecánico y un cliente le pide que le encuentre un comprador a su vehículo. Esas cosas pasan. 
Por eso, el criterio de la habitualidad me parece fundamental en este proyecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Eso sucede en algunas oportunidades, pero en algunos casos los 
estudios profesionales cobran la comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo hacemos para abarcar todas estas transacciones? Esta era la 
preocupación que tenían muchas legisladoras y muchos legisladores consultados. A mi gusto, este 
agregado propuesto tampoco cubre los casos que planteaba la señora Diputada Saravia Olmos. ¿Cómo 
se hace para comprender estos casos y respetar que haya un registro de gente especializada, con 
conocimiento del tema, etcétera, lo que también es una forma de defensa del consumidor? Lo que veo 
bueno en este proyecto de ley es que defiende al consumidor de aquellos que ejercen mal la profesión 
de corredor inmobiliario. 


SEÑOR MICHELINI.- Una posición es decir que el problema quede sin resolución legal en el texto. 
Asumimos que se consideran corredores inmobiliarios quienes están comprendidos en el artículo 1* y 
que de allí se desprende una serie de obligaciones; si queda algo no regulado o se trata de una actividad 
no habitual, será considerado marginal. 


Yo creo que las acciones de mediación producto de actividades profesionales vinculadas no son marginales y, 
para mí, el fondo del problema no es el abogado que en ejercicio de una sucesión intermedia y vende un 
campo, una casa o lo que fuere. Esa sí es una cuestión ocasional y no importa si cobran o no, porque esa no 
es la competencia desleal de los corredores inmobiliarios. La competencia desleal que tienen los corredores 


inmobiliarios es cuando bajo el nombre "Escribanía" o "Estudio jurídico" está montada una inmobiliaria con 
todas sus connotaciones. 


Yo aspiro a que esta norma no perjudique a aquel profesional que se dedica a su profesión de abogado, 
escribano o contador y que tiene marginalmente una cuestión ocasional. Establecer la excepción de la única 
vez no soluciona el problema, porque hecha la ley, hecha la trampa. Yo sugiero el siguiente texto: "Quedan 
exceptuados de matricularse quienes por razón de su profesión realicen ocasionalmente alguno de los 
negocios establecidos en el artículo 1%". Si hay una denuncia habrá que identificar la ocasionalidad y hay una 
serie de hechos mediante los que se puede establecer si la actividad es ocasional o habitual. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- A mi juicio, si se introduce una modificación en este sentido, es como 
no tener ley. Sería inocua si establecemos excepciones que hacen que la reglamentación no sirva para 
nada; para eso, prefiero que no se regule la actividad de los corredores inmobiliarios. El fin de este 
proyecto de ley es que exista un marco en que la gente pueda tener una profesión y dedicarse 
habitualmente a ella, y que quienes quieran acceder a esa profesión cumplan determinados requisitos, 
como en cualquier otra actividad. Si se abre la puerta en cualquiera de las formas propuestas, prefiero 
no votar ninguna ley. Sinceramente, que sigan las cosas como están y que quien quiera intervenir en 
negocios entre particulares pueda hacerlo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto, cada uno tiene el derecho de evaluar como le parezca si estamos 
mejor con ley o sin ella. A mi juicio, el objetivo central de esta reglamentación es establecer un marco 
legal que defienda a los corredores inmobiliarios formales, que ejercen la actividad habitualmente, que 
pagan los impuestos, etcétera, de aquellos que lo hacen bajo diversas formas compitiendo 
deslealmente. No se puede pasar de la total libertad a la regulación absoluta, porque hay una serie de 
espacios que sería un error no asumir como datos de la realidad. No tengo problemas en votar este 
artículo tal como está, pero sería mejor prever ciertas situaciones y eliminar posibles conflictos. 


Me parece que estoy haciendo una propuesta muy sensata, que no atenta contra el espíritu del proyecto de 
ley. De todos modos, podemos hacer las consultas que se crea conveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No vamos a acompañar el artículo original, aun entendiendo todas las 
dudas que surgen con respecto a la propuesta de modificación. Este artículo es el corazón del texto; la 
cuestión es desde qué concepción estamos encarando este proyecto de ley. A mí no me preocupa 
demasiado estar ocupándome en el Poder Legislativo de cerrar la libre oferta y demanda para los 
corredores inmobiliarios. Lo que me importa es la defensa de la gente; si está inerme o no frente a 
personas inescrupulosas. Yo legislo para eso. 


Quiero que en el registro se inscriban profesionales serios, a quienes se pueda controlar, etcétera, pero no que 
permanentemente hagan juicios a esos profesionales de confianza que actúan en situaciones como las que 
señalaba la señora Diputada Saravia Olmos. Me gustaría que esa gente no se viera sometida a una serie de 
juicios ni se viera agredida por las ligas de corredores inmobiliarios, rematadores y demás. Me parece que la 
ley debe tratar de contemplar esas situaciones que se dan en la realidad y no restringirse a la defensa de una 
cosa cerrada. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que hemos levantado una serie de elementos sin contradecir el 
espíritu del proyecto, en la búsqueda de algo más balanceado. Por ejemplo, se puede establecer que la 
excepción es cuando la actividad se realiza en forma ocasional y cuando no constituye el ingreso 
principal de esos profesionales, lo que es muy sencillo de saber. Me parece que la propuesta es acotada 
y razonable. De lo contrario, expondríamos a esos profesionales a ser denunciados por algún corredor 
inmobiliario. ¿Esa es la lógica del proyecto? 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Es cierto lo que dice el señor Diputado Michelini. En casa hay un 
estudio. Yo prácticamente no estoy, pero están una colega y mi hermana, que es abogada, que tuvieron 
el caso de una sucesión en la que había veintisiete herederos. Realmente fue complicadísimo lograr que 
se pusieran de acuerdo para vender un bien que, además, no admitía división. La otra alternativa era 
el remate judicial. En ese caso, hubo una actuación de intermediación: se consiguió un comprador y 


todos vendieron. Me consta que no se les cobró nada por esa intermediación. Tenemos que prever que 
la sanción de este proyecto no exponga a una demanda a los profesionales que actúan de esta manera. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Insisto en que el problema planteado por el señor Diputado 
Michelini es distinto al concepto establecido en las modificaciones propuestas por el suplente del señor 
Diputado Orrico, el señor Veiga. 


El señor Diputado Michelini plantea situaciones especiales, que es muy común que se produzcan -es cierto-, 
en materia sucesoria. El concepto del artículo 3” en su redacción original es otro: impedir que personas que 
no estén registradas, que no sean corredores inmobiliarios realicen intermediación. Reconozco que hay 
situaciones excepcionales y podemos buscar una fórmula que las acoja. 


Sinceramente, no estoy de acuerdo con la propuesta del señor Veiga, porque da una amplitud tan grande a la 
disposición que quita todo sentido a la norma. De ese modo, tendremos que alguna gente hará el curso, se 
matriculará, pagará los impuestos y cumplirá con lo que dice la norma, y después se encontrará con que se 
harán tres millones quinientas mil operaciones inmobiliarias por afuera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo no estuve en la negociación que tuvo como resultado esta propuesta y 
debo consultar acerca de su alcance. Estoy segura de que podríamos llegar a acordar en una redacción 
como la que propone el señor Diputado Michelini. Propongo que dejemos en suspenso el artículo 3” y 
que pensemos en una solución para analizar en la próxima sesión. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Estoy de acuerdo en que hay que legislar sobre este tema, porque 
debemos proteger a la gente de que se vea estafada por personas inescrupulosas, que venden 
propiedades que no están en condiciones. Hay casos en que la gente paga y no se puede escriturar por 
serios defectos en la titulación. Hay inmobiliarias que venden, por ejemplo, enormes fraccionamientos; 
la gente va pagando todos los meses y, a cambio, recibe unos papelitos que son una vergilenza. No 
hacen compromiso de compra venta, boleto de reserva ni nada, y cuando la gente termina de pagar o 
ha pagado casi la totalidad y recién en ese momento va a ver a un escribano, se encuentra con la 
imposibilidad de escriturar. Inclusive, a veces, esas inmobiliarias después desaparecen; por eso, 
tenemos que legislar para proteger a la gente. 


La situación en el interior es diferente a la de Montevideo; sé que en los balnearios es muy complicada por el 
problema de los fraccionamientos. Mucha gente ha caído en manos inescrupulosas y resulta que en realidad 
no ha comprado nada. Pero debemos tener cuidado de no irnos al otro extremo y causar perjuicios a los 
profesionales que hacen ese tipo de intermediación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acordamos totalmente con lo expresado por la señora Diputada Saravia 
Olmos. 


En discusión el artículo 4”. 


Aquí se crea el Registro Nacional de Corredores Inmobiliarios en la órbita del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Nosotros proponemos un agregado que podría caber en la reglamentación, pero nos parece 
que a efectos de las seguridades de participación y de control es mejor que quede establecido en la ley. Se 
trata de la creación de una Comisión Administradora y se establecen pautas para su integración. 


En el segundo inciso se dispone la homologación de las sanciones por parte del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, lo que a nuestro juicio completa las seguridades en el manejo de las transacciones. 


Las organizaciones que vinieron a la Comisión hacen una propuesta de integración que podemos discutir. 
Nos parece bien que se incluya al Ministerio de Turismo, porque las inmobiliarias de las zonas turísticas 
tienen un régimen especial. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- He averiguado que la Asociación Nacional de Rematadores y 
Corredores Inmobiliarios y la Cámara Inmobiliaria Uruguaya, si bien son instituciones 
representativas, no lo son de todo el país. En general, reducen su esfera de afiliados a Montevideo y 


zonas muy próximas. Por lo tanto, sin perjuicio de que estas asociaciones gremiales integren la 
Comisión Administradora, creo que se debe abrir el abanico al resto. Además, como lo advertimos en 
la Legislatura anterior, cuando tratamos este proyecto de ley, la actividad de corredor inmobiliario 
tiene características muy diferentes según el lugar del país de que se trate. No son iguales las 
inmobiliarias de Montevideo a las de la Ciudad de la Costa, ni estas a las de la zona balnearia del este 
del país. Otra cosa distinta es el ejercicio de corredor inmobiliario en las ciudades del interior, y otra 
muy diferente el de corredor inmobiliario rural. Son ejercicios absolutamente divergentes y esa es una 
de las razones que hicieron que este proyecto sea muy genérico. Para comprender todas las situaciones 
que se planteaban debimos redactarlo así con el señor Diputado Díaz Maynard. 


Me parece que esas distintas características del corretaje inmobiliario deben verse contempladas en la 
integración de la Comisión Administradora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Precisamente, estarían faltando las asociaciones de las zonas turísticas. Hay 
una asociación cuyos miembros rotan, que trabaja directamente en la órbita del Ministerio de 
Turismo. Creo que hay que agregarla porque, además, a mi juicio, a los efectos del proyecto de ley 
tiene mayor representatividad que, por ejemplo, la Asociación Nacional de Rematadores y Corredores 
Inmobiliarios. No recuerdo cómo se llama esta asociación, pero buscamos su nombre y la incluimos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4”, con la redacción propuesta para el segundo 
inciso por las asociaciones y con los incisos tercero y cuarto propuestos por nosotros. 


(Se vota) 
——Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 5". 

Aquí proponemos un literal B) que agrega una prueba de idoneidad, para insistir en las características de 
quienes integren el Registro. También proponemos un agregado en el literal D) -el C) en el texto original-, 
para insistir en el contralor del Área de Defensa del Consumidor. 


El literal E) tiene relación con la registración por única vez, que quedó en suspenso. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Hay que pensar que este será un organismo burocrático que 
demorará tres o cuatro meses en resolver cada trámite. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como todo lo que empieza, al inicio demorará un poco más y después se 
hará más expedito, pero no podemos crear el Registro sin pedir una prueba de idoneidad técnica. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Eso no está contemplado en los cursos de UTU? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No sé si los cursos de UTU dan idoneidad técnico jurídica. Desde el 
momento en que creamos un Registro y una Comisión Administradora en la que están representados 
todos los interesados, me parece que por lo menos debe quedar una certificación de que no se inscribió 
ninguno de los raros, que hacen barbaridades como, por ejemplo, vender predios mal fraccionados. 
Creo que va en el espíritu de lo que quieren las propias Cámaras. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Una prueba de idoneidad técnico jurídica de repente es demasiado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo pienso en ejemplos como los que puso la señora Diputada Saravia 
Olmos. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que hablar de idoneidad técnico jurídica es muy amplio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Las inmobiliarias tienen escribanos o alguien que se asegure de traer los 
certificados correspondientes? 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Para eso están los escribanos. La persona que vaya a comprar algo 
debe tener su escribano; de lo contrario estaríamos sustituyendo esa profesión por la de corredor 
inmobiliario. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Antes había la sana costumbre de consultar siempre a un escribano, 
pero ahora hay muchas personas que consultan cuando los hechos están consumados y ya no se puede 
hacer nada. El problema es cómo logramos que las inmobiliarias no vendan bienes que no están en 
condiciones. 


SEÑOR BORSARI BRENNA- Eso es ilícito. 
SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pero sucede. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La idoneidad técnico jurídica consiste, simplemente, en que la persona que 
se va a matricular como corredor inmobiliario sepa que hay determinadas cuestiones para las que se 
debe recurrir a un escribano: hay certificados que se deben tener, registros que se deben controlar, 
etcétera. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Esa es tarea del escribano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Claro, pero, ¿el corredor inmobiliario no tiene la obligación de indicar al 
cliente que hay que averiguar esto o lo otro? Esa es la idoneidad técnico jurídica; yo no le pido que sea 
escribano. 


Si lo que queremos es hacer un registro para que las inmobiliarias sean impunes, no estamos dispuestos a 
acompañarlo; si lo estamos haciendo para que sean serias y no tomen el pelo a la gente, sí. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES.- Mi observación no se refiere al sentido sino al hecho de pedir 
genéricamente una prueba de idoneidad técnico jurídica. Una cosa es que tenga idoneidad técnica, 
pero lo jurídico es una especialidad; por algo, para ser abogado se aprueban veintisiete materias. Es al 
revés: en defensa de las profesiones que tienen que ver con lo jurídico, me parece que no corresponde el 
agregado de la palabra "jurídica". Nosotros entendemos bien de qué se trata el examen, pero sentados 
en el escritorio de la Comisión Administradora, los representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, de esto y de lo otro, ¿qué examen de idoneidad jurídica harán a los individuos? De 
repente preguntan algo de Derecho Administrativo y no sobre esto tan primario de que estamos 
hablando. Los seres humanos somos propensos a ser cada vez más exigentes cuando nos ponen en 
posición de censores. A eso me refería. 


Creo que debemos tender a la máxima seriedad, pero no a que se sustituya a los abogados y a los escribanos. 
Si lo que queremos es que recurran a estos profesionales y que tengan las nociones mínimas, en la redacción 
debemos establecer algo que no dé libertad a los examinadores de preguntar cualquier cosa. 


SEÑOR MICHELINI.- Si entiendo bien la lógica del proyecto, uno de los requisitos que se exigen para 
ser corredor inmobiliario es haber aprobado el curso de corredor inmobiliario del Consejo Técnico 
Profesional de la ANEP, sin perjuicio del período de transición del artículo 24, que contempla a quienes 
venían trabajando en forma habitual como corredores inmobiliarios. Este literal B) que se propone 
agregar al artículo 5” sería una tercera puerta de entrada para no cerrar tanto el mercado; no sustituye 
a las otras dos. Eventualmente, se podría solicitar que se eximiera de los cursos del Consejo Técnico 
Profesional dando un examen. Por ejemplo: hice un curso de corredor inmobiliario en Argentina y 
trabajé en la actividad en ese país. Me trasladé a Uruguay y quiero ejercer la profesión aquí, por lo que 
solicito que se me tome un examen. ¿Esa es la lógica de este agregado, no cerrar tanto el acceso a esa 
actividad? Si eso es así, simplemente basta con sacar la palabra "jurídica". 


Si lo que se pretende es garantía de seriedad y conocimiento, no basta con este examen. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo que consultar cuál es el sentido del agregado. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


